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CORRECCIÓ d’errades de la Llei 9/2019, de 23 de 
desembre, de la Generalitat, de mesures fiscals, de gestió 
administrativa i financera, i d’organització de la Genera-
litat. [2020/2423]

CORRECCIÓN de errores de la Ley 9/2019, de 23 de 
diciembre, de la Generalitat, de medidas fiscales, de ges-
tión administrativa y financiera, y de organización de la 
Generalitat. [2020/2423]

Advertidos diversos errores en el texto de la Ley 9/2019, de 23 de 
diciembre, de la Generalitat, de medidas fiscales, de gestión adminis-
trativa y financiera, y de organización de la Generalitat, en conformi-
dad con el apartado undécimo del Catálogo de procedimientos para la 
corrección parlamentaria de los errores y erratas que se produzcan en 
las fases del procedimiento legislativo o en la publicación de las leyes 
aprobadas por las Corts Valencianes (AM 1.537/IX, de 30 de marzo de 
2017), procede efectuar las correcciones siguientes tanto en la versión 
en valenciano como en castellano de la ley, en los siguientes términos:

– Artículo 91:
Donde dice:
[…]
Artículo 18. Tarifas
Se modifica el punto 4 que queda redactado como sigue:
4. La tarifa interurbana que se apruebe será común para todos los 

servicios interurbanos con origen en la Comunitat Valenciana. Tam-
bién serán comunes los elementos fijos de las tarifas urbanas de áreas 
de prestación conjunta, como suplementos por conceptos similares, 
mínimos de percepción o tarifa máxima hasta el punto de recogida del 
viajero. No podrá haber diferenciación de tarifa en función del tipo o 
capacidad del vehículo, sin perjuicio de lo que reglamentariamente se 
establezca a través de la correspondiente orden de tarifas para aquellos 
vehículos de más de cinco plazas.

Se modifica el punto 6 redactándose de la manera siguiente:
6. No obstante, podrán prestarse servicios de taxi mediante precio 

cerrado, en la forma que se determine reglamentariamente, que en nin-
gún caso podrá superar el precio que habría resultado de la aplicación 
de la tarifa vigente. Durante la prestación de este tipo de servicio, si el 
vehículo dispone de taxímetro, deberá estar en funcionamiento durante 
todo el servicio con la tarifa que corresponda.

[…]

Debe decir:
[…]
Artículo 18. Tarifas
1. El servicio del taxi se prestará, dentro del ámbito municipal o del 

área de prestación conjunta, con sujeción a tarifas urbanas obligatorias 
aprobadas por el ayuntamiento o la conselleria competente en materia 
de transportes previo informe, en caso de régimen de precios autoriza-
dos, del órgano autonómico competente en materia de precios. En todo 
caso, será necesaria la previa audiencia de las asociaciones profesiona-
les representativas del sector del taxi y de los consumidores y usuarios 
con implantación en el territorio de la Comunitat Valenciana.

Se modifica el punto 2 que queda redactado como sigue:
2. Las tarifas interurbanas entre municipios y áreas de prestación 

conjunta para servicios de taxi prestados generalmente con origen en el 
municipio o área en el que tengan otorgada la autorización de transporte 
y destino fuera del mismo, las establecerá la conselleria competente 
en materia de transportes y tendrán el carácter de máximas. Las tari-
fas interurbanas se aplicarán en la totalidad del trayecto del servicio, 
con independencia del carácter del itinerario de paso, obedeciendo al 
carácter del contrato de transporte interurbano establecido. Excepcio-
nalmente, y por razones justificadas que impidan conocer el destino en 
el momento de la contratación, la persona que conduce el taxi podrá 
utilizar la tarifa urbana hasta el momento en que tenga conocimiento 
del destino final del servicio.

3. En caso de municipios que no tengan aprobada una tarifa urbana, 
se aplicará subsidiariamente, y con carácter obligatorio, la tarifa interur-
bana que pudiera corresponder.

Advertides diverses errades en el text de la Llei 9/2019, de 23 de 
desembre, de la Generalitat, de mesures fiscals, de gestió administra-
tiva i financera, i d’organització de la Generalitat, de conformitat amb 
l’apartat onzè del Catàleg de procediments per a la correcció parlamen-
tària de les errades i errates que es produïsquen en les fases del proce-
diment legislatiu o en la publicació de les lleis aprovades per les Corts 
Valencianes (AM 1.537/IX, de 30 de març de 2017), cal efectuar les 
correccions següents tant en la versió en valencià com en castellà de la 
llei, en els termes següents:

– Article 91:
On diu:
[...]
Article 18. Tarifes
Es modifica el punt 4 que queda redactat de la manera següent:
4. La tarifa interurbana que s’aprove ha de ser comuna per a tots els 

serveis interurbans amb origen a la Comunitat Valenciana. També són 
comuns els elements fixos de les tarifes urbanes d’àrees de prestació 
conjunta, com a suplements per conceptes semblants, mínims de percep-
ció o tarifa màxima fins al punt de recollida del viatger. No pot haver-hi 
diferenciació de tarifa en funció del tipus o capacitat del vehicle, sense 
perjudici del que reglamentàriament s’establisca a través de la corres-
ponent ordre de tarifes per a aquells vehicles de més de cinc places.

Es modifica el punt 6, que es redacta de la manera següent:
6. No obstant això, poden prestar-se serveis de taxi per mitjà de preu 

tancat, en la forma que es determine reglamentàriament, que en cap cas 
pot superar el preu que hauria resultat de l’aplicació de la tarifa vigent. 
Durant la prestació d’aquest tipus de servei, si el vehicle disposa de 
taxímetre, ha d’estar en funcionament durant tot el servei amb la tarifa 
que corresponga.

[...]

Ha de dir:
[...]
Article 18. Tarifes
1. El servei del taxi es prestarà, dins de l’àmbit municipal o de 

l’àrea de prestació conjunta, amb subjecció a tarifes urbanes obligatò-
ries aprovades per l’ajuntament o la conselleria competent en matèria 
de transports després de l’informe, en cas de règim de preus autoritzats, 
de l’òrgan autonòmic competent en matèria de preus. En tot cas, serà 
necessària la prèvia audiència de les associacions professionals repre-
sentatives del sector del taxi i dels consumidors i usuaris amb implanta-
ció al territori de la Comunitat Valenciana.

Es modifica el punt 2 que queda redactat de la manera següent:
2. Les tarifes interurbanes entre municipis i àrees de prestació con-

junta per a serveis de taxi prestats generalment amb origen en el muni-
cipi o àrea en què tinguen atorgada l’autorització de transport i desti-
nació fora d’aquest, les establirà la conselleria competent en matèria 
de transports i tindran el caràcter de màximes. Les tarifes interurbanes 
s’aplicaran en la totalitat del trajecte del servei, amb independència del 
caràcter de l’itinerari de pas, tenint en compte el caràcter del contracte 
de transport interurbà establit. Excepcionalment, i per raons justificades 
que impedisquen conéixer la destinació en el moment de la contracta-
ció, la persona que condueix el taxi podrà utilitzar la tarifa urbana fins 
al moment en què tinga coneixement de la destinació final del servei.

3. En cas de municipis que no tinguen aprovada una tarifa urbana, 
s’aplicarà subsidiàriament, i amb caràcter obligatori, la tarifa interurba-
na que poguera correspondre.



Se modifica el punto 4 que queda redactado como sigue:
4. La tarifa interurbana que se apruebe será común para todos los 

servicios interurbanos con origen en la Comunitat Valenciana. Tam-
bién serán comunes los elementos fijos de las tarifas urbanas de áreas 
de prestación conjunta, como suplementos por conceptos similares, 
mínimos de percepción o tarifa máxima hasta el punto de recogida del 
viajero. No podrá haber diferenciación de tarifa en función del tipo o 
capacidad del vehículo, sin perjuicio de lo que reglamentariamente se 
establezca a través de la correspondiente orden de tarifas para aquellos 
vehículos de más de cinco plazas.

5. Las tarifas podrán ser revisadas periódicamente o, de manera 
excepcional, cuando se produzca una variación en el coste del servicio 
que altere significativamente el equilibrio económico.

Se modifica el punto 6 redactándose de la manera siguiente:
6. No obstante, podrán prestarse servicios de taxi mediante precio 

cerrado, en la forma que se determine reglamentariamente, que en nin-
gún caso podrá superar el precio que habría resultado de la aplicación 
de la tarifa vigente. Durante la prestación de este tipo de servicio, si el 
vehículo dispone de taxímetro, deberá estar en funcionamiento durante 
todo el servicio con la tarifa que corresponda.

[…]

– Artículo 94:
Donde dice:
Artículo 94
De las modificaciones de la Ley 6/2011, de la Generalitat, de movi-

lidad de la Comunitat Valenciana

Artículo 39
Se modifica el punto 4, que queda redactado como sigue:
4. Las tarifas de los títulos propios o integrados podrán establecerse 

con carácter zonal, en relación con la distancia, o mediante otro proce-
dimiento que se estime adecuado. Serán públicas y no discriminatorias.

Las autoridades de transporte y los operadores, previo informe 
favorable de las primeras, podrán suscribir acuerdos con otros órga-
nos administrativos o con diferentes administraciones con la finalidad 
de que determinados colectivos con condiciones sociales específicas 
tengan reducciones en las tarifas percibidas. Tales acuerdos fijarán las 
compensaciones que permitan mantener las condiciones económicas 
iniciales del contrato de servicio público de transporte.

Artículo 95
Se modifica el punto 6, que queda redactado de la manera siguiente:
6. Las infracciones en relación con el cumplimiento de la obligación 

de los prestadores de servicios de transporte de estar en posesión de los 
títulos habilitantes contemplados en la legislación estatal se sanciona-
rán de acuerdo con lo previsto en el capítulo I del título V de la Ley 
16/1987, de 30 de julio, de ordenación de los transportes terrestres, y en 
su reglamento de desarrollo.

Artículo 103
Se modifica el artículo 103 con la redacción siguiente:
Artículo 103. Sanciones en relación con las infracciones tipificadas 

en los artículos 101 y 102
1. Las sanciones por las infracciones tipificadas en los artículos 101 

y 102 se graduarán de acuerdo con los siguientes factores:
a) La repercusión social de la infracción y el peligro para la vida 

y salud de las personas, la seguridad de las cosas y el medio ambiente.
b) La importancia del daño o deterioro causado, en su caso.
c) La intencionalidad en la comisión de la infracción.
d) El grado de participación del sancionado y el beneficio por él 

obtenido.
e) La reincidencia en la comisión, en el período de los doce meses 

anterior al hecho infractor, de otra infracción de la misma naturaleza, 
cuando así haya sido declarado por resolución firme en vía adminis-
trativa.

f) La circunstancia de haber procedido el infractor, por propia inicia-
tiva, a remediar los efectos perniciosos de la infracción.

2. La graduación de las sanciones se realizará conforme a las reglas 
y dentro de los límites siguientes:

Es modifica el punt 4 que queda redactat de la manera següent:
4. La tarifa interurbana que s’aprove ha de ser comuna per a tots els 

serveis interurbans amb origen a la Comunitat Valenciana. També són 
comuns els elements fixos de les tarifes urbanes d’àrees de prestació 
conjunta, com a suplements per conceptes semblants, mínims de percep-
ció o tarifa màxima fins al punt de recollida del viatger. No pot haver-hi 
diferenciació de tarifa en funció del tipus o capacitat del vehicle, sense 
perjudici del que reglamentàriament s’establisca a través de la corres-
ponent ordre de tarifes per a aquells vehicles de més de cinc places.

5. Les tarifes podran ser revisades periòdicament o, de manera 
excepcional, quan es produïsca una variació en el cost del servei que 
altere significativament l’equilibri econòmic.

Es modifica el punt 6, que es redacta de la manera següent:
6. No obstant això, poden prestar-se serveis de taxi per mitjà de preu 

tancat, en la forma que es determine reglamentàriament, que en cap cas 
pot superar el preu que hauria resultat de l’aplicació de la tarifa vigent. 
Durant la prestació d’aquest tipus de servei, si el vehicle disposa de 
taxímetre, ha d’estar en funcionament durant tot el servei amb la tarifa 
que corresponga.

[...]

– Article 94:
On diu:
Article 94
De les modificacions de la Llei 6/2011, de la Generalitat, de mobi-

litat de la Comunitat Valenciana

Article 39
Es modifica el punt 4, que queda redactat de la manera següent:
4. Les tarifes dels títols propis o integrats podran establir-se amb 

caràcter zonal, en relació amb la distància, o mitjançant un altre pro-
cediment que s’estime adequat. Seran públiques i no discriminatòries.

Les autoritats de transport i els operadors, amb un informe previ 
favorable de les primeres, podran subscriure acords amb altres òrgans 
administratius o amb diferents administracions amb la finalitat que 
determinats col·lectius amb condicions socials específiques tinguen 
reduccions en les tarifes percebudes. Aquests acords fixaran les com-
pensacions que permeten mantindre les condicions econòmiques inicials 
del contracte de servei públic de transport.

Article 95
Es modifica el punt 6, que queda redactat de la manera següent:
6. Les infraccions en relació amb el compliment de l’obligació dels 

prestadors de serveis de transport d’estar en possessió dels títols habili-
tants previstos en la legislació estatal se sancionaran d’acord amb el que 
preveu el capítol I del títol V de la Llei 16/1987, de 30 de juliol, d’or-
denació dels transports terrestres, i el seu reglament de desplegament.

Article 103
Es modifica l’article 103 amb la redacció següent:
Article 103. Sancions en relació amb les infraccions tipificades en 

els articles 101 i 102
1. Les sancions per les infraccions tipificades en els articles 101 i 

102 es graduaran d’acord amb els factors següents:
a) La repercussió social de la infracció i el perill per a la vida i salut 

de les persones, la seguretat de les coses i el medi ambient.
b) La importància del dany o deterioració causada, si escau.
c) La intencionalitat en la comissió de la infracció.
d) El grau de participació del sancionat i el benefici obtingut per 

aquest.
e) La reincidència en la comissió, en el període dels dotze mesos 

anterior al fet infractor, d’una altra infracció de la mateixa naturalesa, 
quan així haja sigut declarat per resolució ferma en via administrativa.

f) La circumstància d’haver procedit l’infractor, per iniciativa prò-
pia, a remeiar els efectes perniciosos de la infracció.

2. La graduació de les sancions es farà d’acord amb les regles i dins 
dels límits següents:



a) Se sancionarán con apercibimiento o multa de hasta 1.000 euros 
las infracciones clasificadas como leves. En el caso de no apreciación de 
reincidencia, el importe de las sanciones se situará entre 0 y 400 euros. 
Con 1.000 euros serán sancionadas las infracciones en las que se aprecie 
reincidencia por la comisión de dos o más faltas en el periodo de un año.

b) Se sancionarán con multas comprendidas entre los 1.001 a 2.000 
euros las infracciones clasificadas como graves.

c) Se sancionarán con multa de 2.001 a 6.000 euros las infracciones 
clasificadas como muy graves.

d) (Se deja sin contenido)
3. (Se deja sin contenido)
4. (Se deja sin contenido)
5. (Se deja sin contenido)
6. La imposición de las sanciones que en su caso correspondan será 

independiente de la posible obligación de indemnizar los daños y per-
juicios causados.

7. (Se deja sin contenido)
8. Con carácter general, cuando, como consecuencia de la infrac-

ción, se obtenga un beneficio cuantificable, la multa podrá incrementar-
se hasta el triple del beneficio obtenido.

Artículo 103 bis
Se modifica el artículo, que queda redactado de la manera siguiente:
Artículo 103 bis. Sanciones en materia de transporte de viajeros
En materia de transporte de viajeros, el incumplimiento de lo pre-

visto en esta ley será sancionado conforme a lo que se dispone en la Ley 
16/1987, de 30 de julio, de ordenación de los transportes terrestres, y en 
su reglamento de desarrollo.

Artículo 107
Se modifica el punto 1, que queda redactado como sigue:
1. Cuando la competencia en el procedimiento la ostente la conse-

lleria competente en materia de transportes, corresponderá la imposición 
de las sanciones a la persona titular de la dirección general competente 
en materia de transportes.

Artículo 108
Se modifica el artículo 108 con la redacción siguiente:
Artículo 108. Procedimiento sancionador y medidas provisionales 

en relación con las infracciones tipificadas en los artículos 101 y 102
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley de régimen jurídico de las 

administraciones públicas y del procedimiento administrativo común, y 
en su normativa de desarrollo, el procedimiento sancionador se iniciará 
siempre de oficio por la administración o entidad competente, bien por 
propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, petición razo-
nada de otros órganos o denuncia.

La denuncia deberá expresar la identidad de la persona o personas 
que la presenten, el relato de los hechos que pudieran constituir infrac-
ción y la fecha de su comisión y, cuando sea posible, la identificación 
de los presuntos infractores.

2. Con anterioridad a la iniciación del procedimiento sancionador, 
se podrán realizar actuaciones previas con objeto de determinar si con-
curren circunstancias que justifiquen tal iniciación. En especial, estas 
actuaciones se orientarán a fijar, con la mayor precisión posible, los 
hechos susceptibles de motivar la incoación del procedimiento, la per-
sona o personas que pudieran resultar responsables y las circunstancias 
relevantes que concurran en unos y otros.

3. Una vez acordada la iniciación del procedimiento sancionador, 
el expediente se notificará al presunto o presuntos infractores, que dis-
pondrán de un plazo de quince días, desde la fecha de la notificación, 
para aportar cuantas alegaciones, documentos o informaciones estimen 
convenientes y, en su caso, proponer prueba concretando los medios de 
que pretendan valerse. Recibidas las alegaciones o transcurrido el plazo 
para ello, la persona encargada de instruir el asunto podrá acordar la 
apertura de un período de prueba.

4. La propuesta de resolución se notificará a los interesados, conce-
diéndoseles un plazo de quince días, desde la notificación, para formular 
alegaciones y presentar los documentos e informaciones que estimen 
pertinentes, ante la persona encargada de instruir el procedimiento san-
cionador, quien, a la vista de las alegaciones y documentos presenta-
dos, emitirá informe y remitirá lo actuado al órgano competente para la 
imposición de la sanción que corresponda.

a) Se sancionaran amb advertència o multa de fins a 1.000 euros 
les infraccions classificades com a lleus. En el cas de no apreciació de 
reincidència, l’import de les sancions se situarà entre 0 i 400 euros. Amb 
1.000 euros seran sancionades les infraccions en les quals s’aprecie 
reincidència per la comissió de dues o més faltes en el període d’un any.

b) Se sancionaran amb multes compreses entre els 1.001 a 2.000 
euros les infraccions classificades com a greus.

c) Se sancionaran amb multa de 2.001 a 6.000 euros les infraccions 
classificades com a molt greus.

d) (Es deixa sense contingut)
3. (Es deixa sense contingut)
4. (Es deixa sense contingut)
5. (Es deixa sense contingut)
6. La imposició de les sancions que, si escau, corresponguen serà 

independent de la possible obligació d’indemnitzar els danys i perjudi-
cis causats.

7. (Es deixa sense contingut)
8. Amb caràcter general, quan, com a conseqüència de la infracció, 

s’obtinga un benefici quantificable, la multa podrà incrementar-se fins 
al triple del benefici obtingut.

Article 103 bis
Es modifica l’article, que queda redactat de la manera següent:
Article 103 bis. Sancions en matèria de transport de viatgers
En matèria de transport de viatgers, l’incompliment del que es pre-

veu en aquesta llei serà sancionat d’acord amb el que es disposa en la 
Llei 16/1987, de 30 de juliol, d’ordenació dels transports terrestres, i en 
el seu reglament de desplegament.

Article 107
Es modifica el punt 1, que queda redactat de la manera següent:
1. Quan la competència en el procediment la tinga la conselleria 

competent en matèria de transports, correspondrà la imposició de les 
sancions a la persona titular de la direcció general competent en matèria 
de transports.

Article 108
Es modifica l’article 108 amb la redacció següent:
Article 108. Procediment sancionador i mesures provisionals en 

relació amb les infraccions tipificades en els articles 101 i 102
1. Sense perjudici del que es disposa en la Llei de règim jurídic de 

les administracions públiques i del procediment administratiu comú, 
i en la seua normativa de desplegament, el procediment sancionador 
s’iniciarà sempre d’ofici per l’administració o entitat competent, bé per 
pròpia iniciativa o com a conseqüència d’ordre superior, petició raonada 
d’altres òrgans o denúncia.

La denúncia haurà d’expressar la identitat de la persona o persones 
que la presenten, el relat dels fets que pogueren constituir infracció i 
la data de la seua comissió i, quan siga possible, la identificació dels 
presumptes infractors.

2. Amb anterioritat a la iniciació del procediment sancionador, es 
podran realitzar actuacions prèvies a fi de determinar si hi concorren 
circumstàncies que justifiquen aquesta iniciació. En especial, aquestes 
actuacions s’orientaran a fixar, amb la màxima precisió possible, els fets 
susceptibles de motivar la incoació del procediment, la persona o perso-
nes que en puguen resultar responsables i les circumstàncies rellevants 
que concórreguen en uns i altres.

3. Una vegada acordada la iniciació del procediment sancionador, 
l’expedient es notificarà al presumpte o presumptes infractors, que dis-
posaran d’un termini de quinze dies, des de la data de la notificació, per 
a aportar totes les al·legacions, documents o informacions que estimen 
convenients i, si escau, proposar prova en què concreten els mitjans de 
què pretenguen valdre’s. Rebudes les al·legacions o transcorregut el 
termini per a això, la persona encarregada d’instruir l’assumpte podrà 
acordar l’obertura d’un període de prova.

4. La proposta de resolució es notificarà als interessats, i se’ls con-
cedirà un termini de quinze dies, des de la notificació, per a formular 
al·legacions i presentar els documents i informacions que estimen per-
tinents, davant de la persona encarregada d’instruir el procediment san-
cionador, la qual, a la vista de les al·legacions i documents presentats, 
emetrà un informe i remetrà allò que s’ha fet a l’òrgan competent per a 
la imposició de la sanció que corresponga.



5. Antes de dictar resolución, el órgano competente para resolver 
podrá decidir, mediante acuerdo motivado, la realización de las actua-
ciones complementarias indispensables para resolver el procedimiento, 
que, en todo caso, deberán tener lugar en un plazo no superior a quince 
días. El plazo para resolver el procedimiento quedará suspendido hasta 
la terminación de las mismas.

6. En el plazo de un mes desde la recepción de la propuesta de reso-
lución y de los documentos, alegaciones e informaciones obrantes en el 
procedimiento, el órgano competente para resolver dictará resolución 
motivada, que deberá ser notificada a los interesados.

Si transcurrido un año desde la iniciación del procedimiento san-
cionador no se hubiere notificado a los interesados la resolución que le 
ponga fin, se producirá su caducidad. En tal caso, el órgano competente 
para resolver emitirá, a solicitud del interesado, certificación en la que 
conste que ha caducado el procedimiento y que se ha procedido al archi-
vo de las actuaciones.

Las resoluciones que pongan fin a la vía administrativa serán inme-
diatamente ejecutivas.

7. En todos aquellos supuestos en que el interesado decida volunta-
riamente hacer efectiva la sanción antes de que transcurran los quince 
días siguientes a la notificación del expediente sancionador, la cuantía 
pecuniaria de la sanción inicialmente propuesta se reducirá en un 25 
por 100.

El pago de la sanción pecuniaria con anterioridad a que se dicte la 
resolución sancionadora equivaldrá a la terminación del procedimiento, 
salvo en lo relativo a la reposición de la situación alterada o a la deter-
minación de la indemnización de los daños y perjuicios causados por 
la comisión de la infracción. La reducción deberá estar determinada en 
la notificación de iniciación del procedimiento y su efectividad estará 
condicionada al desistimiento o renuncia de cualquier acción o recurso 
en vía administrativa.

Debe decir:
Artículo 94
De las modificaciones de la Ley 6/2011, de la Generalitat, de movi-

lidad de la Comunitat Valenciana
[…]
Artículo 8 bis. Bicicletas y vehículos de movilidad personal (VMP) 

a bordo del transporte público
Las bicicletas plegadas y los patinetes eléctricos plegados, así como 

el resto de VMP de tipo A establecidos en la instrucción 16N-124 de la 
DGT, podrán viajar en los transportes públicos urbanos y en los trans-
portes públicos interurbanos de piso bajo competencia de la Generalitat. 
El operador podrá limitar el acceso de estos vehículos por motivos de 
seguridad o muy alta ocupación. Estas limitaciones deberán figurar en 
su reglamentación interna, en sus redes sociales y en la página web, así 
como en los vehículos y las estaciones, a la vista de los usuarios, en el 
plazo de un año desde la entrada en vigor de la Ley 9/2019 de Medidas 
Fiscales, de Gestión Administrativa y Financiera, y de Organización de 
la Generalitat para 2020.

Artículo 39
1. Los títulos propios del operador estarán sometidos a las tarifas 

máximas establecidas por la administración, salvo en aquellos supuestos 
en los que de acuerdo con esta ley y el reglamento que la desarrolle pue-
dan ser establecidas excepcionalmente por el propio operador.

2. La retribución del operador en relación con los viajeros provistos 
de títulos de integración será la establecida en el contrato de servicio 
público de transporte. Las autoridades de transporte podrán establecer 
nuevos títulos de integración, fijando en tal caso la contraprestación 
al operador de manera que no se alteren las condiciones económicas 
iniciales de prestación del contrato. Tales compensaciones y las demás 
condiciones de expedición y uso de los títulos serán fijadas mediante 
el correspondiente acuerdo que tendrá efectos similares al contrato de 
prestación de servicios de transporte.

Se modifica el punto 3, que queda redactado como sigue:
3. La autoridad de transporte revisará las tarifas según lo dispues-

to en la legislación vigente. A efectos de dicha revisión, no tendrán 
la consideración de tarifa los mínimos de percepción que, en su caso, 
estuviesen aprobados.

5. Abans de dictar una resolució, l’òrgan competent per a resoldre 
podrà decidir, mitjançant un acord motivat, la realització de les actua-
cions complementàries indispensables per a resoldre el procediment, 
que, en qualsevol cas, hauran de tindre lloc en un termini no superior a 
quinze dies. El termini per a resoldre el procediment quedarà suspès fins 
a la terminació d’aquestes.

6. En el termini d’un mes des de la recepció de la proposta de reso-
lució i dels documents, al·legacions i informacions que es troben en el 
procediment, l’òrgan competent per a resoldre dictarà una resolució 
motivada, que ha de ser notificada als interessats.

Si transcorregut un any des de la iniciació del procediment sanci-
onador no s’haguera notificat als interessats la resolució que li pose fi, 
es produirà la seua caducitat. En aquest cas, l’òrgan competent per a 
resoldre emetrà, a sol·licitud de l’interessat, certificació en què conste 
que ha caducat el procediment i que s’ha procedit a l’arxivament de les 
actuacions.

Les resolucions que posen fi a la via administrativa seran immedi-
atament executives.

7. En tots aquells supòsits en què l’interessat decidisca voluntàri-
ament fer efectiva la sanció abans que transcórreguen els quinze dies 
següents a la notificació de l’expedient sancionador, la quantia pecunià-
ria de la sanció inicialment proposta es reduirà en un 25 per 100.

El pagament de la sanció pecuniària amb anterioritat al fet que es 
dicte la resolució sancionadora equivaldrà a la terminació del proce-
diment, excepte pel que fa a la reposició de la situació alterada o a la 
determinació de la indemnització dels danys i perjudicis causats per la 
comissió de la infracció. La reducció haurà d’estar determinada en la 
notificació d’iniciació del procediment i la seua efectivitat estarà con-
dicionada al desistiment o renúncia de qualsevol acció o recurs en via 
administrativa.

[...]

Ha de dir:
Article 94
De les modificacions de la Llei 6/2011, de la Generalitat, de mobi-

litat de la Comunitat Valenciana
[...]
Article 8 bis. Bicicletes i vehicles de mobilitat personal (VMP) a 

bord del transport públic
Les bicicletes plegades i els patinets elèctrics plegats, així com la 

resta de VMP de tipus A establits en la instrucció 16N-124 de la DGT, 
podran viatjar en els transports públics urbans i en els transports públics 
interurbans de pis baix competència de la Generalitat. L’operador podrà 
limitar l’accés d’aquests vehicles per motius de seguretat o molt alta 
ocupació. Aquestes limitacions hauran de figurar en la seua reglamen-
tació interna, en les seues xarxes socials i en la pàgina web, així com 
en els vehicles i les estacions, a la vista dels usuaris, en el termini d’un 
any des de l’entrada en vigor de la Llei 9/2019 de Mesures Fiscals, de 
Gestió Administrativa i Financera, i d’Organització de la Generalitat 
per a 2020.

Article 39
1. Els títols propis de l’operador estaran sotmesos a les tarifes màxi-

mes establides per l’administració, excepte en aquells supòsits en els 
quals, d’acord amb aquesta llei i el reglament que la desplegue, puguen 
ser establides excepcionalment pel mateix operador.

2. La retribució de l’operador en relació amb els viatgers proveïts 
de títols d’integració serà l’establida en el contracte de servei públic de 
transport. Les autoritats de transport podran establir nous títols d’inte-
gració, fixant en tal cas la contraprestació a l’operador de manera que no 
s’alteren les condicions econòmiques inicials de prestació del contracte. 
Aquestes compensacions i les altres condicions d’expedició i ús dels 
títols seran fixades mitjançant el corresponent acord que tindrà efectes 
similars al contracte de prestació de serveis de transport.

Es modifica el punt 3, que queda redactat de la manera següent:
3. L’autoritat de transport ha de revisar les tarifes segons el que es 

disposa en la legislació vigent. A l’efecte d’aquesta revisió, no tindran la 
consideració de tarifa els mínims de percepció que, si escau, estigueren 
aprovats.



Se modifica el punto 4, que queda redactado como sigue:
4. Las tarifas de los títulos propios o integrados podrán establecerse 

con carácter zonal, en relación con la distancia, o mediante otro proce-
dimiento que se estime adecuado. Serán públicas y no discriminatorias.

Las autoridades de transporte y los operadores, previo informe 
favorable de las primeras, podrán suscribir acuerdos con otros órga-
nos administrativos o con diferentes administraciones con la finalidad 
de que determinados colectivos con condiciones sociales específicas 
tengan reducciones en las tarifas percibidas. Tales acuerdos fijarán las 
compensaciones que permitan mantener las condiciones económicas 
iniciales del contrato de servicio público de transporte.

Artículo 81. Construcción y explotación de terminales de transporte 
1. La construcción y explotación de nuevas estaciones y terminales 

se abordará de manera concertada entre la administración local y la 
conselleria competente en materia de transporte. Como regla general, 
corresponderá a la primera la cesión del suelo necesario, y a la segunda 
su construcción y explotación, salvo que tengan un interés meramente 
local.

2. No obstante lo establecido en el punto anterior, la conselleria 
competente en materia de transporte y los ayuntamientos podrán acordar 
mediante el correspondiente convenio otras fórmulas de colaboración. 
Podrán igualmente convenir con la administración del Estado fórmulas 
específicas para la construcción y explotación conjunta de terminales e 
intercambiadores de titularidad estatal, que podrán ser gestionados de 
acuerdo con lo previsto en esta ley en todos aquellos aspectos que no 
contravengan lo que al respecto indique la legislación estatal aplicable.

3. La construcción de estaciones y terminales se acomodará a lo 
previsto en esta ley, pudiendo ser ejecutadas de manera directa por la 
administración competente o mediante procedimiento de concesión de 
obra pública u otros similares previstos en la normativa de contratación 
del sector público.

4. La explotación de las estaciones o terminales podrá ser asumida 
por un operador de transporte, por el administrador de la infraestructura 
o mediante un operador vinculado por un contrato de prestación de ser-
vicio público independiente o tramitado de manera conjunta con el de 
concesión de obra pública señalado en el punto anterior. En todo caso, 
tal explotación deberá ir precedida de la correspondiente aprobación 
del proyecto de servicio público redactado de acuerdo con esta norma-
tiva. Cuando tales proyectos estén promovidos por un ayuntamiento, su 
aprobación requerirá el informe favorable de la Conselleria competente 
en transportes.

Se modifica el punto 5, que queda redactado como sigue:
5. Los servicios de transporte que utilicen una determinada estación 

o terminal podrán contribuir a sus costes de construcción y explotación 
en razón de lo que establezca al respecto el proyecto público señalado 
en el punto anterior. Dichas cantidades podrán ser repercutidas en las 
tarifas de tales servicios o ser objeto de compensación en los términos 
previstos en la presente normativa; los cánones o tarifas que repercutan 
sobre concesiones competencia de la Generalitat requerirán un infor-
me preceptivo y vinculante de la Conselleria competente en materia de 
transporte.

Artículo 95. Alcance subjetivo de la responsabilidad administrativa 
en las materias reguladas en la ley

1. La responsabilidad administrativa derivada de las infracciones 
tipificadas en este título se exigirá a las personas físicas o jurídicas que 
realicen las actividades de transporte de viajeros u otras que afecten a 
los supuestos contemplados en esta ley y, en su caso, a los usuarios y las 
usuarias de los servicios de transporte o a quienes con su conducta per-
turbaren su normal prestación o la integridad de los bienes afectos a ella. 

Se modifican los puntos 2, 3 y 4, que quedan redactados de la mane-
ra siguiente:

2. En materia de transporte de viajeros se aplicarán las reglas de 
responsabilidad administrativa establecidas en la  Ley 16/1987, de 30 
de julio, de ordenación de los transportes terrestres.

3. (se deja sin contenido)
4. (se deja sin contenido)
5. Si un mismo comportamiento infractor fuera susceptible de ser 

calificado con arreglo a dos o más tipos infractores, se impondrá la 
sanción que corresponda al más grave de ellos.

Es modifica el punt 4, que queda redactat de la manera següent:
4. Les tarifes dels títols propis o integrats podran establir-se amb 

caràcter zonal, en relació amb la distància, o mitjançant un altre pro-
cediment que s’estime adequat. Seran públiques i no discriminatòries.

Les autoritats de transport i els operadors, amb un informe previ 
favorable de les primeres, podran subscriure acords amb altres òrgans 
administratius o amb diferents administracions amb la finalitat que 
determinats col·lectius amb condicions socials específiques tinguen 
reduccions en les tarifes percebudes. Aquests acords fixaran les com-
pensacions que permeten mantindre les condicions econòmiques inicials 
del contracte de servei públic de transport.

Article 81. Construcció i explotació de terminals de transport 
1. La construcció i explotació de noves estacions i terminals s’ha 

d’abordar de manera concertada entre l’Administració local i la con-
selleria competent en matèria de transport. Com a regla general, cor-
respondrà a la primera la cessió del sòl necessari, i a la segona la seua 
construcció i explotació, llevat que tinguen un interés merament local.

2. Malgrat l’establit en el punt anterior, la conselleria competent en 
matèria de transport i els ajuntaments podran acordar mitjançant el cor-
responent conveni altres fórmules de col·laboració. Podran igualment 
convindre amb l’Administració de l’Estat fórmules específiques per a la 
construcció i explotació conjunta de terminals i bescanviadors de titula-
ritat estatal, que podran ser gestionats d’acord amb el que es preveu en 
aquesta llei en tots aquells aspectes que no contravinguen el que sobre 
aquest tema indique la legislació estatal aplicable.

3. La construcció d’estacions i terminals s’acomodarà al que es pre-
veu en aquesta llei, i podran ser executades de manera directa per l’ad-
ministració competent o mitjançant procediment de concessió d’obra 
pública o uns altres similars previstos en la normativa de contractació 
del sector públic.

4. L’explotació de les estacions o terminals podrà ser assumida per 
un operador de transport, per l’administrador de la infraestructura o 
mitjançant un operador vinculat per un contracte de prestació de servei 
públic independent o tramitat de manera conjunta amb el de concessió 
d’obra pública assenyalat en el punt anterior. En tot cas, tal explotació 
haurà d’anar precedida de la corresponent aprovació del projecte de 
servei públic redactat d’acord amb aquesta normativa. Quan aquests 
projectes estiguen promoguts per un ajuntament, la seua aprovació 
requerirà l’informe favorable de la conselleria competent en transports.

Es modifica el punt 5, que queda redactat de la manera següent:
5. Els serveis de transport que utilitzen una determinada estació o 

terminal podran contribuir als seus costos de construcció i explotació a 
raó del que establisca sobre aquest tema el projecte públic assenyalat en 
el punt anterior. Aquestes quantitats podran ser repercutides en les tari-
fes de tals serveis o ser objecte de compensació en els termes previstos 
en aquesta normativa; els cànons o tarifes que repercutisquen sobre con-
cessions competència de la Generalitat requeriran un informe preceptiu i 
vinculant de la conselleria competent en matèria de transport.

Article 95. Abast subjectiu de la responsabilitat administrativa en 
les matèries regulades en la llei

1. La responsabilitat administrativa derivada de les infraccions tipi-
ficades en aquest títol s’exigirà a les persones físiques o jurídiques que 
efectuen les activitats de transport de viatgers o unes altres que afecten 
els supòsits previstos en aquesta llei i, si escau, als usuaris i les usuàries 
dels serveis de transport o als qui amb la seua conducta pertorben la 
seua normal prestació o la integritat dels béns afectes a aquesta. 

Es modifiquen els punts 2, 3 i 4, que queden redactats de la manera 
següent:

2. En matèria de transport de viatgers, s’aplicaran les regles de res-
ponsabilitat administrativa establides en la Llei 16/1987, de 30 de juliol, 
d’ordenació dels transports terrestres.

3. (es deixa sense contingut)
4. (es deixa sense contingut)
5. Si un mateix comportament infractor fora susceptible de ser qua-

lificat d’acord amb dos o més tipus infractors, s’imposarà la sanció que 
corresponga al més greu d’aquests.



Se modifica el punto 6, que queda redactado de la manera siguiente:
6. Las infracciones en relación con el cumplimiento de la obligación 

de los prestadores de servicios de transporte de estar en posesión de los 
títulos habilitantes contemplados en la legislación estatal se sanciona-
rán de acuerdo con lo previsto en el capítulo I del título V de la Ley 
16/1987, de 30 de julio, de ordenación de los transportes terrestres, y en 
su reglamento de desarrollo.

Artículo 96. Clasificación de las infracciones en materia de compa-
tibilidad de las infraestructuras de transporte con el entorno

Las infracciones en materia de compatibilidad de las infraestructu-
ras de transporte con el entorno se clasifican en muy graves y graves.

Artículo 97. Infracciones en materia de transporte de viajeros
El incumplimiento de lo establecido en esta Ley en materia de trans-

porte de viajeros se considerará infracción muy grave, grave o leve, de 
acuerdo con lo establecido en la Ley 16/1987, de 30 de julio, de orde-
nación de los transportes terrestres y en su reglamento de desarrollo.

Las referencias hechas a los transportes reiterados para colectivos 
específicos se entenderán hechas a los transportes regulares de viajeros 
de uso especial.

Artículo 98. (Se deja sin contenido)

Artículo 99. (Se deja sin contenido)

Artículo 103
Se modifica el artículo 103 con la redacción siguiente:
Artículo 103. Sanciones en relación con las infracciones tipificadas 

en los artículos 101 y 102
1. Las sanciones por las infracciones tipificadas en los artículos 101 

y 102 se graduarán de acuerdo con los siguientes factores:
a) La repercusión social de la infracción y el peligro para la vida 

y salud de las personas, la seguridad de las cosas y el medio ambiente.
b) La importancia del daño o deterioro causado, en su caso.
c) La intencionalidad en la comisión de la infracción.
d) El grado de participación del sancionado y el beneficio por él 

obtenido.
e) La reincidencia en la comisión, en el período de los doce meses 

anterior al hecho infractor, de otra infracción de la misma naturaleza, 
cuando así haya sido declarado por resolución firme en vía adminis-
trativa.

f) La circunstancia de haber procedido el infractor, por propia inicia-
tiva, a remediar los efectos perniciosos de la infracción.

2. La graduación de las sanciones se realizará conforme a las reglas 
y dentro de los límites siguientes:

a) Se sancionarán con apercibimiento o multa de hasta 1.000 euros 
las infracciones clasificadas como leves. En el caso de no apreciación de 
reincidencia, el importe de las sanciones se situará entre 0 y 400 euros. 
Con 1.000 euros serán sancionadas las infracciones en las que se aprecie 
reincidencia por la comisión de dos o más faltas en el periodo de un año.

b) Se sancionarán con multas comprendidas entre los 1.001 a 2.000 
euros las infracciones clasificadas como graves.

c) Se sancionarán con multa de 2.001 a 6.000 euros las infracciones 
clasificadas como muy graves.

d) (Se deja sin contenido)
3. (Se deja sin contenido)
4. (Se deja sin contenido)
5. (Se deja sin contenido)
6. La imposición de las sanciones que en su caso correspondan será 

independiente de la posible obligación de indemnizar los daños y per-
juicios causados.

7. (Se deja sin contenido)
8. Con carácter general, cuando, como consecuencia de la infrac-

ción, se obtenga un beneficio cuantificable, la multa podrá incrementar-
se hasta el triple del beneficio obtenido.

Artículo 103 bis
Se modifica el artículo, que queda redactado de la manera siguiente:
Artículo 103 bis. Sanciones en materia de transporte de viajeros
En materia de transporte de viajeros, el incumplimiento de lo pre-

visto en esta ley será sancionado conforme a lo que se dispone en la Ley 

Es modifica el punt 6, que queda redactat de la manera següent:
6. Les infraccions en relació amb el compliment de l’obligació dels 

prestadors de serveis de transport d’estar en possessió dels títols habili-
tants previstos en la legislació estatal se sancionaran d’acord amb el que 
preveu el capítol I del títol V de la Llei 16/1987, de 30 de juliol, d’or-
denació dels transports terrestres, i el seu reglament de desplegament.

Article 96. Classificació de les infraccions en matèria de compati-
bilitat de les infraestructures de transport amb l’entorn

Les infraccions en matèria de compatibilitat de les infraestructures 
de transport amb l’entorn es classifiquen en molt greus i greus.

Article 97. Infraccions en matèria de transport de viatgers
L’incompliment del que s’estableix en aquesta llei en matèria de 

transport de viatgers es considerarà infracció molt greu, greu o lleu, 
d’acord amb el que s’estableix en la Llei 16/1987, de 30 de juliol, d’or-
denació dels transports terrestres, i en el seu reglament de desenvolu-
pament.

Les referències fetes als transports reiterats per a col·lectius especí-
fics s’entendran fetes als transports regulars de viatgers d’ús especial.

Article 98. (Es deixa sense contingut)

Article 99. (Es deixa sense contingut)

Article 103
Es modifica l’article 103 amb la redacció següent:
Article 103. Sancions en relació amb les infraccions tipificades en 

els articles 101 i 102
1. Les sancions per les infraccions tipificades en els articles 101 i 

102 es graduaran d’acord amb els factors següents:
a) La repercussió social de la infracció i el perill per a la vida i salut 

de les persones, la seguretat de les coses i el medi ambient.
b) La importància del dany o deterioració causada, si escau.
c) La intencionalitat en la comissió de la infracció.
d) El grau de participació del sancionat i el benefici obtingut per 

aquest.
e) La reincidència en la comissió, en el període dels dotze mesos 

anterior al fet infractor, d’una altra infracció de la mateixa naturalesa, 
quan així haja sigut declarat per resolució ferma en via administrativa.

f) La circumstància d’haver procedit l’infractor, per iniciativa prò-
pia, a remeiar els efectes perniciosos de la infracció.

2. La graduació de les sancions es farà d’acord amb les regles i dins 
dels límits següents:

a) Se sancionaran amb advertència o multa de fins a 1.000 euros 
les infraccions classificades com a lleus. En el cas de no apreciació de 
reincidència, l’import de les sancions se situarà entre 0 i 400 euros. Amb 
1.000 euros seran sancionades les infraccions en les quals s’aprecie 
reincidència per la comissió de dues o més faltes en el període d’un any.

b) Se sancionaran amb multes compreses entre els 1.001 a 2.000 
euros les infraccions classificades com a greus.

c) Se sancionaran amb multa de 2.001 a 6.000 euros les infraccions 
classificades com a molt greus.

d) (Es deixa sense contingut)
3. (Es deixa sense contingut)
4. (Es deixa sense contingut)
5. (Es deixa sense contingut)
6. La imposició de les sancions que, si escau, corresponguen serà 

independent de la possible obligació d’indemnitzar els danys i perjudi-
cis causats.

7. (Es deixa sense contingut)
8. Amb caràcter general, quan, com a conseqüència de la infracció, 

s’obtinga un benefici quantificable, la multa podrà incrementar-se fins 
al triple del benefici obtingut.

Article 103 bis
Es modifica l’article, que queda redactat de la manera següent:
Article 103 bis. Sancions en matèria de transport de viatgers
En matèria de transport de viatgers, l’incompliment del que es pre-

veu en aquesta llei serà sancionat d’acord amb el que es disposa en la 



16/1987, de 30 de julio, de ordenación de los transportes terrestres, y en 
su reglamento de desarrollo.

Artículo 104. (Se deja sin contenido)

Artículo 105. Otros efectos de las sanciones
1. (Se deja sin contenido)
2. La firmeza de las sanciones en vía administrativa en relación con 

los supuestos de edificación o la realización de otras actividades que 
modifiquen el estado inicial de las propiedades en las zonas de dominio 
público, protección y reserva, conllevará la necesidad de la demolición 
de lo indebidamente ejecutado y la restauración del entorno en su estado 
inicial. En el caso de que no se produzca tal demolición y restauración, 
podrá ser ejecutada por el administrador de infraestructuras a costa de 
los sancionados.

3. En los casos en los que la seguridad del transporte así lo requiera, 
la administración podrá ejecutar de oficio y de manera inmediata las 
demoliciones señaladas en el punto anterior antes de la resolución del 
expediente sancionador, con independencia de las indemnizaciones que 
procedieran en caso de que resuelto dicho expediente no se concluyera 
tal necesidad de demolición.

4. En los casos en los que como consecuencia de la conclusión del 
proceso sancionador procediera la extinción de la autorización o con-
trato en virtud del cual se presta el servicio de transportes, la admi-
nistración podrá optar por requerir al prestador para que ponga a su 
disposición los medios materiales necesarios para la continuidad del ser-
vicio cuando ello resulte imprescindible, durante el plazo que permita la 
adopción de otras soluciones alternativas por parte de la administración.

En este supuesto el sancionado tendrá derecho a la indemnización 
que proceda por el uso de tales medios materiales, de acuerdo con la 
legislación aplicable.

Artículo 107
Se modifica el punto 1, que queda redactado como sigue:
1. Cuando la competencia en el procedimiento la ostente la conse-

lleria competente en materia de transportes, corresponderá la imposición 
de las sanciones a la persona titular de la dirección general competente 
en materia de transportes.

2. Cuando la competencia en el procedimiento corresponda a otros 
entes de la Generalitat, corresponderá la imposición de las sanciones al 
órgano que se determine en su regulación propia, salvo en el caso de 
las sanciones muy graves que serán impuestas por la dirección del ente 
competente.

3. Cuando la competencia en el procedimiento la ostente el ayunta-
miento, corresponderá la imposición de las sanciones al alcalde.

4. En el caso de operadores de transporte que no tengan el carácter 
de entidad pública, una vez instruido el expediente se dará traslado a la 
administración competente a fin de que sea resuelto de acuerdo con las 
competencias señaladas en los puntos anteriores.

Artículo 108
Se modifica el artículo 108 con la redacción siguiente:
Artículo 108. Procedimiento sancionador y medidas provisionales 

en relación con las infracciones tipificadas en los artículos 101 y 102
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley de régimen jurídico de las 

administraciones públicas y del procedimiento administrativo común, y 
en su normativa de desarrollo, el procedimiento sancionador se iniciará 
siempre de oficio por la administración o entidad competente, bien por 
propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, petición razo-
nada de otros órganos o denuncia.

La denuncia deberá expresar la identidad de la persona o personas 
que la presenten, el relato de los hechos que pudieran constituir infrac-
ción y la fecha de su comisión y, cuando sea posible, la identificación 
de los presuntos infractores.

2. Con anterioridad a la iniciación del procedimiento sancionador, 
se podrán realizar actuaciones previas con objeto de determinar si con-
curren circunstancias que justifiquen tal iniciación. En especial, estas 
actuaciones se orientarán a fijar, con la mayor precisión posible, los 
hechos susceptibles de motivar la incoación del procedimiento, la per-
sona o personas que pudieran resultar responsables y las circunstancias 
relevantes que concurran en unos y otros.

Llei 16/1987, de 30 de juliol, d’ordenació dels transports terrestres, i en 
el seu reglament de desplegament.

Article 104. (Es deixa sense contingut)

Article 105. Altres efectes de les sancions
1. (Es deixa sense contingut)
2. La fermesa de les sancions en via administrativa en relació amb 

els supòsits d’edificació o la realització d’altres activitats que modi-
fiquen l’estat inicial de les propietats en les zones de domini públic, 
protecció i reserva, comportarà la necessitat de la demolició de l’inde-
gudament executat i la restauració de l’entorn al seu estat inicial. En cas 
que no es produïsca tal demolició i restauració, podrà ser executada per 
l’administrador d’infraestructures a costa dels sancionats.

3. En els casos en els quals la seguretat del transport així ho reque-
risca, l’administració podrà executar d’ofici i de manera immediata les 
demolicions assenyalades en el punt anterior abans de la resolució de 
l’expedient sancionador, amb independència de les indemnitzacions 
que procediren en cas que, resolt aquest expedient, no es concloguera 
tal necessitat de demolició.

4. En els casos en els quals, com a conseqüència de la conclusió 
del procés sancionador, procedira l’extinció de l’autorització o contrac-
te en virtut del qual es presta el servei de transports, l’Administració 
podrà optar per requerir al prestador perquè pose a la seua disposició 
els mitjans materials necessaris per a la continuïtat del servei quan això 
resulte imprescindible, durant el termini que permeta l’adopció d’altres 
solucions alternatives per part de l’Administració.

En aquest supòsit el sancionat tindrà dret a la indemnització que 
procedisca per l’ús d’aquests mitjans materials, d’acord amb la legis-
lació aplicable.

Article 107
Es modifica el punt 1, que queda redactat de la manera següent:
1. Quan la competència en el procediment la tinga la conselleria 

competent en matèria de transports, correspondrà la imposició de les 
sancions a la persona titular de la direcció general competent en matèria 
de transports.

2. Quan la competència en el procediment corresponga a altres ens 
de la Generalitat, correspondrà la imposició de les sancions a l’òrgan 
que es determine en la seua regulació pròpia, excepte en el cas de les 
sancions molt greus que seran imposades per la direcció de l’ens com-
petent.

3. Quan la competència en el procediment l’ostente l’ajuntament, 
correspondrà la imposició de les sancions a l’alcalde.

4. En el cas d’operadors de transport que no tinguen el caràcter 
d’entitat pública, una vegada instruït l’expedient, es donarà trasllat a 
l’administració competent a fi que siga resolt d’acord amb les compe-
tències assenyalades en els punts anteriors.

Article 108
Es modifica l’article 108 amb la redacció següent:
Article 108. Procediment sancionador i mesures provisionals en 

relació amb les infraccions tipificades en els articles 101 i 102
1. Sense perjudici del que es disposa en la Llei de règim jurídic de 

les administracions públiques i del procediment administratiu comú, 
i en la seua normativa de desplegament, el procediment sancionador 
s’iniciarà sempre d’ofici per l’administració o entitat competent, bé per 
pròpia iniciativa o com a conseqüència d’ordre superior, petició raonada 
d’altres òrgans o denúncia.

La denúncia haurà d’expressar la identitat de la persona o persones 
que la presenten, el relat dels fets que pogueren constituir infracció i 
la data de la seua comissió i, quan siga possible, la identificació dels 
presumptes infractors.

2. Amb anterioritat a la iniciació del procediment sancionador, es 
podran realitzar actuacions prèvies a fi de determinar si hi concorren 
circumstàncies que justifiquen aquesta iniciació. En especial, aquestes 
actuacions s’orientaran a fixar, amb la màxima precisió possible, els fets 
susceptibles de motivar la incoació del procediment, la persona o perso-
nes que en puguen resultar responsables i les circumstàncies rellevants 
que concórreguen en uns i altres.



3. Una vez acordada la iniciación del procedimiento sancionador, 
el expediente se notificará al presunto o presuntos infractores, que dis-
pondrán de un plazo de quince días, desde la fecha de la notificación, 
para aportar cuantas alegaciones, documentos o informaciones estimen 
convenientes y, en su caso, proponer prueba concretando los medios de 
que pretendan valerse. Recibidas las alegaciones o transcurrido el plazo 
para ello, la persona encargada de instruir el asunto podrá acordar la 
apertura de un período de prueba.

4. La propuesta de resolución se notificará a los interesados, conce-
diéndoseles un plazo de quince días, desde la notificación, para formular 
alegaciones y presentar los documentos e informaciones que estimen 
pertinentes, ante la persona encargada de instruir el procedimiento san-
cionador, quien, a la vista de las alegaciones y documentos presenta-
dos, emitirá informe y remitirá lo actuado al órgano competente para la 
imposición de la sanción que corresponda.

5. Antes de dictar resolución, el órgano competente para resolver 
podrá decidir, mediante acuerdo motivado, la realización de las actua-
ciones complementarias indispensables para resolver el procedimiento, 
que, en todo caso, deberán tener lugar en un plazo no superior a quince 
días. El plazo para resolver el procedimiento quedará suspendido hasta 
la terminación de las mismas.

6. En el plazo de un mes desde la recepción de la propuesta de reso-
lución y de los documentos, alegaciones e informaciones obrantes en el 
procedimiento, el órgano competente para resolver dictará resolución 
motivada, que deberá ser notificada a los interesados.

Si transcurrido un año desde la iniciación del procedimiento san-
cionador no se hubiere notificado a los interesados la resolución que le 
ponga fin, se producirá su caducidad. En tal caso, el órgano competente 
para resolver emitirá, a solicitud del interesado, certificación en la que 
conste que ha caducado el procedimiento y que se ha procedido al archi-
vo de las actuaciones.

Las resoluciones que pongan fin a la vía administrativa serán inme-
diatamente ejecutivas.

7. En todos aquellos supuestos en que el interesado decida volunta-
riamente hacer efectiva la sanción antes de que transcurran los quince 
días siguientes a la notificación del expediente sancionador, la cuantía 
pecuniaria de la sanción inicialmente propuesta se reducirá en un 25 
por 100.

El pago de la sanción pecuniaria con anterioridad a que se dicte la 
resolución sancionadora equivaldrá a la terminación del procedimiento, 
salvo en lo relativo a la reposición de la situación alterada o a la deter-
minación de la indemnización de los daños y perjuicios causados por 
la comisión de la infracción. La reducción deberá estar determinada en 
la notificación de iniciación del procedimiento y su efectividad estará 
condicionada al desistimiento o renuncia de cualquier acción o recurso 
en vía administrativa.

Artículo 108 bis. Procedimiento sancionador en materia de trans-
porte de viajeros

El procedimiento para la imposición de las sanciones en materia de 
viajeros se ajustará a lo dispuesto en la  Ley 16/1987, de 30 de julio, de 
ordenación de los transportes terrestres y en su reglamento de desarro-
llo. En lo no previsto en dichas normas se estará a lo establecido en la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común 
de las administraciones públicas, y en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 
de Régimen Jurídico del Sector Público.

– Artículo 95:

Donde dice:
Se modifica el apartado 1 del artículo 6; se modifica el apartado 2 

del artículo 13; se modifica el apartado 4.c y se añade un nuevo aparta-
do d en el artículo 16; se modifican los apartados 1.a y 1.b del artículo 
33; se modifica el apartado 1.e del artículo 35; se modifica el apartado 
1 del artículo 51; se modifica el apartado 4 del artículo 53; se modi-
fican los apartados 5 y 6 del artículo 55; se modifica el apartado 1.b 
del artículo 57; se modifica el apartado 2 del artículo 58; se modifica 
el apartado 3.e del artículo 60; se modifica el apartado 2.a del artículo 
63; se modifica el apartado 1.c del artículo 77; se modifica el apartado 
2 del artículo 78; se modifica el apartado 4 del artículo 79; se modifica 
el apartado d del artículo 82; se modifica el apartado 1 del artículo 83; 

3. Una vegada acordada la iniciació del procediment sancionador, 
l’expedient es notificarà al presumpte o presumptes infractors, que dis-
posaran d’un termini de quinze dies, des de la data de la notificació, per 
a aportar totes les al·legacions, documents o informacions que estimen 
convenients i, si escau, proposar prova en què concreten els mitjans de 
què pretenguen valdre’s. Rebudes les al·legacions o transcorregut el 
termini per a això, la persona encarregada d’instruir l’assumpte podrà 
acordar l’obertura d’un període de prova.

4. La proposta de resolució es notificarà als interessats, i se’ls con-
cedirà un termini de quinze dies, des de la notificació, per a formular 
al·legacions i presentar els documents i informacions que estimen per-
tinents, davant de la persona encarregada d’instruir el procediment san-
cionador, la qual, a la vista de les al·legacions i documents presentats, 
emetrà un informe i remetrà allò que s’ha fet a l’òrgan competent per a 
la imposició de la sanció que corresponga.

5. Abans de dictar una resolució, l’òrgan competent per a resoldre 
podrà decidir, mitjançant un acord motivat, la realització de les actua-
cions complementàries indispensables per a resoldre el procediment, 
que, en qualsevol cas, hauran de tindre lloc en un termini no superior a 
quinze dies. El termini per a resoldre el procediment quedarà suspès fins 
a la terminació d’aquestes.

6. En el termini d’un mes des de la recepció de la proposta de reso-
lució i dels documents, al·legacions i informacions que es troben en el 
procediment, l’òrgan competent per a resoldre dictarà una resolució 
motivada, que ha de ser notificada als interessats.

Si transcorregut un any des de la iniciació del procediment sanci-
onador no s’haguera notificat als interessats la resolució que li pose fi, 
es produirà la seua caducitat. En aquest cas, l’òrgan competent per a 
resoldre emetrà, a sol·licitud de l’interessat, certificació en què conste 
que ha caducat el procediment i que s’ha procedit a l’arxivament de les 
actuacions.

Les resolucions que posen fi a la via administrativa seran immedi-
atament executives.

7. En tots aquells supòsits en què l’interessat decidisca voluntàri-
ament fer efectiva la sanció abans que transcórreguen els quinze dies 
següents a la notificació de l’expedient sancionador, la quantia pecunià-
ria de la sanció inicialment proposta es reduirà en un 25 per 100.

El pagament de la sanció pecuniària amb anterioritat al fet que es 
dicte la resolució sancionadora equivaldrà a la terminació del proce-
diment, excepte pel que fa a la reposició de la situació alterada o a la 
determinació de la indemnització dels danys i perjudicis causats per la 
comissió de la infracció. La reducció haurà d’estar determinada en la 
notificació d’iniciació del procediment i la seua efectivitat estarà con-
dicionada al desistiment o renúncia de qualsevol acció o recurs en via 
administrativa.

Article 108 bis. Procediment sancionador en matèria de transport 
de viatgers

El procediment per a la imposició de les sancions en matèria de 
viatgers s’ha d’ajustar al que es disposa en la Llei 16/1987, de 30 de 
juliol, d’ordenació dels transports terrestres i en el seu reglament de 
desenvolupament. Tot allò que no estiga previst en les normes esmen-
tades s’ajustarà al que s’estableix en la Llei 39/2015, d’1 d’octubre, del 
procediment administratiu comú de les administracions públiques i en la 
Llei 40/2015, d’1 d’octubre, de règim jurídic del sector públic.

– Article 95:

On diu:
Article 95
Es modifica l’apartat 1 de l’article 6; es modifica l’apartat 2 de 

l’article 13; es modifica l’apartat 4.c i s’afegeix un nou apartat d en l’ar-
ticle 16; es modifiquen els apartats 1.a i 1.b de l’article 33; es modifica 
l’apartat 1.e de l’article 35; es modifica l’apartat 1 de l’article 51; es 
modifica l’apartat 4 de l’article 53; es modifiquen els apartats 5 i 6 de 
l’article 55; es modifica l’apartat 1.b de l’article 57, es modifica l’apar-
tat 2 de l’article 58; es modifica l’apartat 3.e de l’article 60; es modifica 
l’apartat 2.a de l’article 63; es modifica l’apartat 1.c de l’article 77; es 
modifica l’apartat 2 de l’article 78; es modifica l’apartat 4 de l’article 
79; es modifica l’apartat d de l’article 82; es modifica l’apartat 1 de 



se modifican los apartados 1 y 4 y se añade un nuevo apartado en el 
artículo 104; se modifica el apartado 8 del artículo 106; se modifica el 
último párrafo del apartado 4 del artículo 121; se modifica el apartado 
2.c del artículo 136; se modifica el título y el apartado 1 del artículo 
186; se modifica el artículo 190; se modifica el apartado 2 del artículo 
197; se modifican los apartados 1, 3, 4, 6 y 7 del artículo 202; se modi-
fica el artículo 213; se modifican los apartados 1.d y 2 del artículo 214; 
se modifica el artículo 215; se modifica el artículo 224; y se añade un 
nuevo apartado 6 en el artículo 236 de la Ley 5/2014, de 25 de julio, de 
la Generalitat, de ordenación del territorio, urbanismo y paisaje, de la 
Comunitat Valenciana, que quedan redactados como sigue:

[…]
Artículo 104. Derecho a la expropiación rogada
Punto 1
Se añade al final un párrafo nuevo con la siguiente redacción:
Se considera a estos efectos como administración competente la 

administración que sea titular de la dotación que haya de ejecutarse en 
el terreno.

[...]
4. Si, antes de transcurrir los plazos establecidos en este precepto, 

se ha sometido a información pública y consultas una modificación o 
una revisión del planeamiento urbanístico que comporta la inclusión del 
suelo dotacional en un área de reparto conformada por un sector, una 
unidad de ejecución o actuación aislada a los efectos de su gestión, los 
plazos quedarán interrumpidos. El cómputo de los plazos se reanudará 
si transcurre un año sin haberse producido su aprobación definitiva.

[...]
Se añade un punto 9 nuevo, redactado como sigue:
9. El régimen de devengo de intereses en esta modalidad de expro-

piaciones será el siguiente:
a) En la determinación del justiprecio, será fecha inicial aquella en 

la que el propietario presente su hoja de aprecio y fecha final aquella 
en que se notifique el acuerdo del Jurado Provincial de Expropiación 
Forzosa a la administración que sea competente de acuerdo con lo esta-
blecido en el apartado primero.

Si el jurado incurre en mora por superar el plazo máximo para resol-
ver y notificar el acuerdo de fijación del justiprecio o para resolver el 
recurso de reposición que potestativamente interpongan cualquiera de 
los interesados, será responsable del pago durante el plazo que exceda 
de ese máximo, en los términos establecidos en la Ley de expropiación 
forzosa.

b) Una vez notificado el acuerdo por el Jurado de Expropiación 
Forzosa será de aplicación lo establecido en el artículo 57 de la Ley de 
expropiación forzosa, debiendo la administración competente abonar 
el justiprecio en el plazo de seis meses. Transcurrido dicho plazo se 
devengarán nuevamente intereses que se computarán desde la presen-
tación de la hoja de aprecio hasta que se produzca el completo pago del 
justiprecio, descontando la demora imputable al jurado.

[…]

Debe decir:
Artículo 95
Se modifica el apartado 1 del artículo 6; se modifica el apartado 2 

del artículo 13; se modifica el apartado 4.c y se añade un nuevo aparta-
do d en el artículo 16; se modifican los apartados 1.a y 1.b del artículo 
33; se modifica el apartado 1.e del artículo 35; se modifica el apartado 
1 del artículo 51; se modifica el apartado 4 del artículo 53; se modifi-
can los apartados 5 y 6 del artículo 55; se modifica el apartado 1.b del 
artículo 57; se modifica el apartado 2 del artículo 58; se modifica el 
apartado 3.e del artículo 60; se modifica el apartado 2.a del artículo 63; 
se modifica el apartado 1.c del artículo 77; se modifica el apartado 2 
del artículo 78; se modifica el apartado 4 del artículo 79; se modifica el 
apartado d del artículo 82; se modifica el apartado 1 del artículo 83; se 
modifica el apartado 4 y se añade un nuevo apartado en el artículo 104; 
se modifica el apartado 8 del artículo 106; se modifica el último párrafo 
del apartado 4 del artículo 121; se modifica el apartado 2.c del artículo 
136; se modifica el título y el apartado 1 del artículo 186; se modifica el 
artículo 190; se modifica el apartado 2 del artículo 197; se modifican los 
apartados 1, 3, 4, 6 y 7 del artículo 202; se modifica el artículo 213; se 
modifican los apartados 1.d y 2 del artículo 214; se modifica el artículo 
215; se modifica el artículo 224; y se añade un nuevo apartado 6 en el 
artículo 236 de la Ley 5/2014, de 25 de julio, de la Generalitat, de orde-

l’article 83; es modifiquen els apartats 1 i 4 i s’afegeix un nou apartat 
9 en l’article 104; es modifica l’apartat 8 de l’article 106; es modifica 
l’últim paràgraf de l’apartat 4 de l’article 121; es modifica l’apartat 2.c 
de l’article 136, es modifiquen el títol i l’apartat 1 de l’article 186; es 
modifica l’article 190; es modifica l’apartat 2 de l’article 197; es modi-
fiquen els apartats 1, 3, 4, 6 i 7 de l’article 202; es modifica l’article 
213; es modifiquen els apartats 1.d i 2 l’article 214; es modifica l’article 
215; es modifica l’article 224; i s’afegeix un nou apartat 6 en l’article 
236 de la Llei 5/2014, de 25 de juliol, de la Generalitat, d’ordenació del 
territori, urbanisme i paisatge, de la Comunitat Valenciana, que queden 
redactats de la manera següent:

[...]
Article 104. Dret a l’expropiació pregada
Punt 1
S’afegeix al final un paràgraf nou amb la redacció següent:
Es considera a aquests efectes com a administració competent l’ad-

ministració que siga titular de la dotació pública que haja d’executar-se 
en el terreny.

[...]
4. Si, abans de transcórrer els terminis establits en aquest precepte, 

s’ha sotmès a informació pública i consultes una modificació o una 
revisió del planejament urbanístic que comporta la inclusió del sòl dota-
cional en una àrea de repartiment conformada per un sector, una unitat 
d’execució o actuació aïllada a l’efecte de la seua gestió, els terminis 
quedaran interromputs. El còmput dels terminis es reprendrà si transcor-
re un any sense haver-se produït la seua aprovació definitiva.

[...]
S’afegeix un punt 9 nou, redactat de la manera següent:
9. El règim de meritacions d’interessos en aquesta modalitat d’ex-

propiacions serà el següent:
a) En la determinació del preu just, és data inicial aquella en què el 

propietari presente el seu full d’apreuament i la data final en què es noti-
fique l’acord del Jurat Provincial d’Expropiació Forçosa a l’administra-
ció que siga competent d’acord amb el que estableix l’apartat primer. 

Si el jurat incorre en mora per superar el termini màxim per a resol-
dre i notificar l’acord de fixació del preu just o per a resoldre el recurs 
de reposició que potestativament interposen qualsevol dels interessats, 
serà responsable del pagament durant el termini que excedisca d’aquest 
màxim, en els termes establits en la Llei d’expropiació forçosa.

b) Una vegada notificat l’acord pel Jurat d’Expropiació Forçosa és 
aplicable el que estableix l’article 57 de la Llei d’expropiació forçosa, 
havent l’administració competent d’abonar el preu just en el termini de 
sis mesos. Transcorregut aquest termini s’han de meritar novament inte-
ressos que es computaran des de la presentació del full d’apreuament 
fins que es produïsca el complet pagament del preu just, descomptant la 
demora imputable al jurat.

[...]

Ha de dir:
Article 95
Es modifica l’apartat 1 de l’article 6; es modifica l’apartat 2 de 

l’article 13; es modifica l’apartat 4.c i s’afegeix un nou apartat d 
en l’article 16; es modifiquen els apartats 1.a i 1.b de l’article 33; 
es modifica l’apartat 1.e de l’article 35; es modifica l’apartat 1 de 
l’article 51; es modifica l’apartat 4 de l’article 53; es modifiquen 
els apartats 5 i 6 de l’article 55; es modifica l’apartat 1.b de l’article 
57, es modifica l’apartat 2 de l’article 58; es modifica l’apartat 3.e 
de l’article 60; es modifica l’apartat 2.a de l’article 63; es modifica 
l’apartat 1.c de l’article 77; es modifica l’apartat 2 de l’article 78; es 
modifica l’apartat 4 de l’article 79; es modifica l’apartat d de l’arti-
cle 82; es modifica l’apartat 1 de l’article 83; es modifica l’apartat 
4 i s’afegeix un nou apartat 9 en l’article 104; es modifica l’apartat 
8 de l’article 106; es modifica l’últim paràgraf de l’apartat 4 de l’ar-
ticle 121; es modifica l’apartat 2.c de l’article 136, es modifiquen 
el títol i l’apartat 1 de l’article 186; es modifica l’article 190; es 
modifica l’apartat 2 de l’article 197; es modifiquen els apartats 1, 3, 
4, 6 i 7 de l’article 202; es modifica l’article 213; es modifiquen els 
apartats 1.d i 2 l’article 214; es modifica l’article 215; es modifica 
l’article 224; i s’afegeix un nou apartat 6 en l’article 236 de la Llei 
5/2014, de 25 de juliol, de la Generalitat, d’ordenació del territori, 



nación del territorio, urbanismo y paisaje, de la Comunitat Valenciana, 
que quedan redactados como sigue:

[…]
Artículo 104. Derecho a la expropiación rogada
[...]
4. Si, antes de transcurrir los plazos establecidos en este precepto, 

se ha sometido a información pública y consultas una modificación o 
una revisión del planeamiento urbanístico que comporta la inclusión del 
suelo dotacional en un área de reparto conformada por un sector, una 
unidad de ejecución o actuación aislada a los efectos de su gestión, los 
plazos quedarán interrumpidos. El cómputo de los plazos se reanudará 
si transcurre un año sin haberse producido su aprobación definitiva.

[...]
Se añade un punto 9 nuevo, redactado como sigue:
9. El régimen de devengo de intereses en esta modalidad de expro-

piaciones será el siguiente:
a) En la determinación del justiprecio, será fecha inicial aquella en 

la que el propietario presente su hoja de aprecio y fecha final aquella 
en que se notifique el acuerdo del Jurado Provincial de Expropiación 
Forzosa a la administración que sea competente de acuerdo con lo esta-
blecido en el apartado primero.

Si el jurado incurre en mora por superar el plazo máximo para resol-
ver y notificar el acuerdo de fijación del justiprecio o para resolver el 
recurso de reposición que potestativamente interpongan cualquiera de 
los interesados, será responsable del pago durante el plazo que exceda 
de ese máximo, en los términos establecidos en la Ley de expropiación 
forzosa.

b) Una vez notificado el acuerdo por el Jurado de Expropiación 
Forzosa será de aplicación lo establecido en el artículo 57 de la Ley de 
expropiación forzosa, debiendo la administración competente abonar 
el justiprecio en el plazo de seis meses. Transcurrido dicho plazo se 
devengarán nuevamente intereses que se computarán desde la presen-
tación de la hoja de aprecio hasta que se produzca el completo pago del 
justiprecio, descontando la demora imputable al jurado.

[…]

urbanisme i paisatge, de la Comunitat Valenciana, que queden redac-
tats de la manera següent:

[...]
Article 104. Dret a l’expropiació pregada
 [...]
4. Si, abans de transcórrer els terminis establits en aquest precepte, 

s’ha sotmès a informació pública i consultes una modificació o una 
revisió del planejament urbanístic que comporta la inclusió del sòl dota-
cional en una àrea de repartiment conformada per un sector, una unitat 
d’execució o actuació aïllada a l’efecte de la seua gestió, els terminis 
quedaran interromputs. El còmput dels terminis es reprendrà si transcor-
re un any sense haver-se produït la seua aprovació definitiva.

[...]
S’afegeix un punt 9 nou, redactat de la manera següent:
9. El règim de meritacions d’interessos en aquesta modalitat d’ex-

propiacions serà el següent:
a) En la determinació del preu just, és data inicial aquella en què el 

propietari presente el seu full d’apreuament i la data final en què es noti-
fique l’acord del Jurat Provincial d’Expropiació Forçosa a l’administra-
ció que siga competent d’acord amb el que estableix l’apartat primer. 

Si el jurat incorre en mora per superar el termini màxim per a resol-
dre i notificar l’acord de fixació del preu just o per a resoldre el recurs 
de reposició que potestativament interposen qualsevol dels interessats, 
serà responsable del pagament durant el termini que excedisca d’aquest 
màxim, en els termes establits en la Llei d’expropiació forçosa.

b) Una vegada notificat l’acord pel Jurat d’Expropiació Forçosa és 
aplicable el que estableix l’article 57 de la Llei d’expropiació forçosa, 
havent l’administració competent d’abonar el preu just en el termini de 
sis mesos. Transcorregut aquest termini s’han de meritar novament inte-
ressos que es computaran des de la presentació del full d’apreuament 
fins que es produïsca el complet pagament del preu just, descomptant la 
demora imputable al jurat.

[...]
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